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el desafÍo doble de la migraciÓn 
internacional

El fenómeno migratorio es atemporal: los individuos han buscado siem-
pre mejorar sus condiciones de vida en otro lugar (pull factors, o factores de 
atracción), o escapar de la falta de perspectivas económicas, persecuciones, 
guerras, violaciones de derechos humanos o desastres medioambientales 
(push factors, o factores de empuje). En el siglo xxi, facilitada por las comu-
nicaciones instantáneas y los transportes a gran velocidad (network factors, o 
factores de red) las migraciones han alcanzado una dimensión sin preceden-
tes, dentro de un solo país y también a través de las fronteras. La migración 
transfronteriza sucede tanto en el seno de las grandes regiones del mundo 
como entre ellas. De acuerdo con NU, en 2015 se computan más de 240 mi-
llones de migraciones internacionales, de los cuales veinte son refugiados.

A pesar de que se trata de un problema en aumento en muchos lugares del 
mundo, la migración internacional es a día de hoy un «agujero negro» en la 
gobernanza global. Mientras que la cooperación internacional en materia de 
comercio y movimientos de capital ha mejorado sensiblemente, la migración 
sigue siendo un tema que se aborda desde la perspectiva de cada nación, de 
forma unilateral. Solo los refugiados —que suman menos de un 10 por 100 
de los migrantes del mundo— se benefician de un marco legal de carácter 
global. La Convención internacional sobre la protección de los derechos de 
todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, de 1990, carece de 
efecto real al no haber sido ratificada por ningún país industrializado.

A diferencia de lo que ocurría hace varias décadas, la migración interna-
cional es percibida por muchos en Europa, los Estados Unidos y Australia 
como una amenaza para el empleo local y para la identidad nacional. Ade-
más, con frecuencia la migración forzosa se mezcla con la voluntaria de quie-
nes buscan mejorar económicamente. La hostilidad hacia la inmigración se 
ha convertido en un tema de la mayor importancia política.

Los juristas internacionales —los especializados en Derecho internacional 
público tanto como los especialistas en Derecho internacional privado— no 
pueden mantenerse indiferentes frente a esta situación, que nos confronta 
con un desafío doble: por una parte, la necesidad de insistir en los principios 
fundamentales, también en lo relativo a su implementación en la práctica (1); 
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por otra, la necesidad de utilizar nuestra creatividad para ayudar a construir 
un régimen global viable para la migración legal (2).

1) Insistir en los principios, no solo en teoría sino también en su traduc-
ción práctica. El Convenio de Ginebra de 1951, con su principio fundamental 
de non-refoulement y sus estándares mínimos en el trato a los refugiados, 
representa un compromiso universal. En Europa, el Convenio Europeo sobre 
los Derechos Humanos y la Carta Europea de los Derechos Fundamentales 
proveen garantías adicionales. Sin embargo, cuando nos adentramos en el 
Sistema Europeo Común de Asilo penetramos en un laberinto de reglas dis-
persas, algunas de las cuales han demostrado ya ser inviables (el Reglamento 
de Dublín), mientras que otras ni siquiera han sido activadas (la Directiva 
sobre Protección temporal, de 2001, a pesar de que está concebida para situa-
ciones de afluencias masivas). Por su parte, la diversidad de procedimientos 
de asilo a nivel nacional es enorme.

La Comisión Europea ha abierto en el mes de abril un proceso para la re-
forma del Sistema Europeo Común de Asilo  1. Es de esperar que la propuesta 
de una «mayor armonización de los procedimientos de asilo» no sea concebi-
da pensando solo en los Estados, sino mirando a la concreta situación vital de 
los hombres, mujeres y niños afectados: reduciendo la duración de los proce-
dimientos, adoptando medidas para evitar que los solicitantes permanezcan 
inactivos durante meses mientras aguardan la decisión sobre su situación, y 
garantizando asistencia legal y representación en todas las etapas del proce-
dimiento de asilo. Pero, además, es importante que se revise todo el abanico 
de aspectos de carácter administrativo y de Derecho civil que afectan a los 
solicitantes de asilo en Europa.

El registro inmediato y coherente de los datos más relevantes sobre la per-
sona y el estatuto personal —nacimientos, matrimonios y fallecimientos—, y 
el reconocimiento de las inscripciones registrales y documentos relacionados 
en toda Europa es esencial. Los niños refugiados —que constituyen un núme-
ro elevado de los solicitantes de asilo— precisan una atención especial. Es in-
admisible que existiendo una red de Autoridades Centrales responsables de la 
protección de niños al amparo del reglamento Bruselas II bis, y del Convenio 
de La Haya de 1996 sobre la protección de los niños, miles de menores (no 
acompañados) desaparezcan tras su llegada a Europa, tal y como descubrió 
Europol a comienzos de 2016. Por lo que se refiere al acuerdo de devolución 
entre la UE y Turquía, en vigor desde el 20 de marzo, Turquía no debería ser 
solo animada a retirar la reserva que limita la aplicación de la Convención 
de 1951 y su Protocolo de 1967 para «las personas que se han convertido en 
refugiados como resultado de acontecimientos ocurridos en Europa», sino 

1 Para conocer el estado de la cuestión a 22 de agosto de 2016 véanse las notas de prensa de la 
Comisión de 6 de abril de 2016, http://europa.eu/rapid/press-release_IP-16-1246_en.htm; el anuncio de la 
Propuesta para la reforma del Sistema Europeo Común de Asilo de 4 de mayo de 2016, http://europa.
eu/rapid/press-release_IP-16-1620_en.htm, y el de 13 de julio de 2016, http://europa.eu/rapid/press-relea-
se_IP-16-2433_en.htm.



 EDITORIAL 17

REDI, vol. 68 (2016), 2

también a unirse al Convenio de 1996, entrando a formar parte de su red de 
cooperación para la protección de menores en el ámbito civil  2.

2) La migración de la fuerza de trabajo es un aspecto esencial de nuestra 
economía globalizadora. La Comisión Europea, en sus propuestas recientes 
de reforma, nos ha recordado que Europa debe atraer a talentos de fuera para 
sostener su crecimiento económico. En 2005 la Comisión Mundial sobre Mi-
graciones Internacionales ya había denunciado la ausencia a nivel mundial de 
coordinación de las políticas nacionales, subrayando la necesidad de coope-
ración internacional, y concluyendo que «el viejo paradigma de asentamiento 
permanente de migrantes está progresivamente dejando paso a la migración 
temporal y circular». La migración temporal presenta además ventajas para 
el desarrollo: los migrantes que vuelven a sus países de origen llevan consigo 
el know-how y los contactos adquiridos en el Estado receptor, en particular 
cuando han recibido ayuda a través de la cooperación de los dos países.

España ha sido pionera en la negociación de acuerdos bilaterales con paí-
ses de Latinoamérica y con Marruecos a fin de organizar la migración circu-
lar de trabajadores. También algunas Asociaciones para la Movilidad entre la 
UE y terceros países apoyan y promueven la migración temporal y circular.

Es el momento para edificar a partir de estos proyectos bilaterales y trabajar 
hacia un marco multilateral global con garantías procedimentales que facili-
ten acuerdos sobre programas de migración temporal. La inspiración puede 
encontrarse en otros ámbitos: por ejemplo, del Convenio de La Haya de 1993 
sobre adopción internacional, que exige la cooperación entre el Estado de ori-
gen y el Estado receptor en la adopción de cada niño. También establece un 
sistema de autorización para los intermediarios: una idea que podría ser útil 
para eliminar las redes de traficantes en la migración laboral. Del Convenio de 
La Haya de 2007 sobre cobro internacional de alimentos para niños y otros 
miembros de la familia, por su parte, podría tomarse prestada la idea de coo-
peración para reducir los costes de las transferencias de fondos, lo que contri-
buiría a uno de los objetivos de la Agenda 2030 de NU para el Desarrollo Soste-
nible: reducir a menos del 3 por 100 los costes de transacción sobre las remesas 
transferidas por los migrantes (que actualmente se cifran en un 7,3 por 100).

Este marco multilateral permitiría establecer rutas de migración seguras 
y legales a nivel global; clarificaría las diferencias tanto de principios como 
de procedimientos entre las migraciones forzosas y las voluntarias; ayudaría 
a reducir la inmigración ilegal; y, en tanto que proyecto de cooperación per-
manente, ofrecería oportunidades de aprendizaje continuo.

Hans Van Loon

Member of the Institut de Droit International.
Former Secretary General of the Hague Conference

on Private International Law (1996-2013)

2 Con posterioridad a la entrega de este artículo para la publicación, la Conferencia de La Haya 
fue informada de que Turquía ha tomado las medidas precisas para ratificar el Convenio de La Haya de 
1996, así como el de 2007 mencionado más abajo.
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brexit: algunas reflexiones  
desde el derecho internacional

Tras un largo periodo de incertidumbre, el Brexit es ya una realidad en el 
horizonte inmediato. Los efectos económicos, sociales y políticos del referén-
dum británico no se han hecho esperar y los comentarios tampoco. Como es 
lógico, el interés de los analistas se ha centrado en primer lugar en las con-
secuencias que tendrá el Brexit sobre la propia Unión Europea, su sistema 
institucional y político y sobre el Derecho de la Unión. Sin embargo, el Brexit 
no va a limitar sus efectos a la Unión Europea y estos no pueden entenderse 
completamente sin una reflexión desde el Derecho internacional público.

Aunque dicha reflexión puede proyectarse sobre muy distintos sectores, en 
este momento reviste un especial interés la relación entre el Brexit y el Dere-
cho de los tratados, ya que esta categoría normativa impregna todo el proceso 
de retirada. Así, no se puede olvidar que las propias condiciones cautelares 
para «evitar» el Brexit acordadas por el Consejo Europeo en febrero de 2016 
se plasmaron en la Decisión de los Jefes de Estado o de Gobierno, reunidos 
en el seno del Consejo, relativa a un nuevo régimen para el Reino Unido en 
la Unión Europea  1, de cuestionable calificación jurídica que, a pesar de todo, 
fue registrada en la Colección de Tratados de Naciones Unidas a petición del 
Reino Unido. Por su lado, el propio Brexit se regirá por un tratado celebrado 
de conformidad con el art. 50 del Tratado de la Unión Europea  2 (en adelante, 
TUE). Y, por último, el Brexit tendrá un notable efecto sobre los tratados ce-
lebrados en el seno de la Unión y que obligan al Reino Unido. 

Sin necesidad de entrar en el análisis del peculiar procedimiento de reti-
rada previsto en el art. 50 TUE, es preciso llamar la atención sobre el hecho 
de que el mismo privilegia una retirada consensuada. Aunque la decisión de 
retirarse corresponde al Estado interesado, de conformidad con sus normas 
constitucionales, la voluntad unilateral del Reino Unido no es suficiente por 
si misma para abandonar la Unión o, al menos, no lo es para abandonarla de 
modo inmediato. La fijación de una moratoria y la previsión de que se habrá 
de celebrar un acuerdo dentro de dicho plazo transforma el proceso de reti-

1 DO C núm. 69, de 23 de febrero de 2016.
2 DO C núm. 83, de 30 de marzo de 2010.
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rada en un ejercicio de concertación de voluntades. Por otro lado, aunque la 
voluntad unilateral de retirada del Reino Unido producirá plenos efectos si 
el acuerdo no se logra en plazo, no es menos cierto que la redacción del art. 
50 TUE y la propia complejidad de la Unión Europea privilegian una salida 
consensuada. Así parecen haberlo entendido todos los interesados, incluido 
el Reino Unido, que de forma constante se refieren a la celebración de un 
acuerdo como requisito para que el Brexit sea efectivo.

Esta peculiaridad tiene importantes consecuencias en términos de Dere-
cho internacional: ni el procedimiento de retirada ni la comunicación por 
la que se activa el art. 50 pueden confundirse con un acto de denuncia de 
un tratado internacional. Y, en paralelo, el Brexit no puede apoyarse ni en 
una denuncia unilateral de los Tratados ni en la aplicación de cualquier otra 
causa de terminación de las enunciadas en la Convención de Viena sobre 
el Derecho de los Tratados de 1969  3. Aunque el art. 50 tiene una innegable 
relación con dicho instrumento, la misma no es otra que la configuración de 
dicho precepto como una aplicación de la regla general conforme a la cual 
la terminación de un tratado o la retirada del mismo se producirá, en primer 
lugar, conforme a lo previsto en el tratado [art. 54.a)]. Si —como parece razo-
nable esperar— el proceso de retirada finaliza con un acuerdo entre la Unión 
Europea y el Reino Unido, dicho acuerdo será inequívocamente un tratado 
internacional cuya celebración está sometida a un procedimiento especial 
previsto en el TUE, pero cuya vigencia, validez e interpretación dependerán 
exclusivamente de normas de Derecho internacional.

Dicho tratado tendrá como «objeto y fin» establecer «la forma de retirada, 
teniendo en cuenta el marco de [las] relaciones futuras [del Reino Unido] con 
la Unión». Y su contenido deberá ser acorde con dicha finalidad. Por tanto, 
no parece posible que el mismo contemple un Brexit parcial. Si la pertenencia 
a la Unión Europea está abierta únicamente a los «Estados europeos» y es 
el Estado, como sujeto de Derecho internacional, el que adquiere o pierde la 
condición de miembro, parece extremadamente difícil —por no decir imposi-
ble— que a partir del art. 50 TUE se pueda responder a los deseos de Escocia 
o Irlanda del Norte de permanecer de alguna forma en la Unión. Más difícil 
aún sería el dar respuesta a las pretensiones de Gibraltar, ya que a su estatuto 
internacional de colonia se añade el hecho de que la aplicación del Derecho 
de la Unión en dicho territorio se produce únicamente en tanto que «territorio 
europeo cuyas relaciones exteriores asume un Estado miembro». En ambos 
supuestos, el art. 50 impide que la eventual permanencia de Escocia, Irlanda 
del Norte o Gibraltar sea abordada desde la perspectiva de la mera modifica-
ción del ámbito de aplicación territorial de los Tratados respecto de un Estado 
miembro. Si dicha fórmula fue válida en relación con Groenlandia, gracias a 
la permanencia de Dinamarca, no resulta factible en el caso del Brexit.

En este contexto, no puede obviarse tampoco la ambigüedad que la acti-
vación del art. 50 produce respecto del estatuto del Reino Unido. Así, aunque 

3 Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 331, núm. 1155.
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es cierto que hasta que finalice el procedimiento previsto en dicho artículo, el 
Reino Unido seguirá siendo miembro de la Unión, no lo es menos que dicha 
condición se verá necesariamente afectada por la puesta en marcha del pro-
cedimiento de retirada. Aunque con carácter general seguirá disfrutando de 
los mismos derechos y obligaciones que los restantes Estados miembros, su 
condición de «Estado saliente» tiene consecuencias de notable importancia, 
en especial al privarle del derecho de participar en las decisiones del Consejo 
referidas al acuerdo previsto en el art. 50. En este contexto, a los efectos de 
la negociación del acuerdo, el Reino Unido se encontrará de facto en una po-
sición similar a la de un tercer Estado. Y ello con independencia de que siga 
estando obligado a aplicar el Derecho de la Unión hasta el momento en que 
la retirada sea efectiva.

No menos importante es el efecto que el Brexit tendrá sobre los tratados 
internacionales celebrados por la Unión, bien sea con la participación de los 
Estados miembros (acuerdos mixtos) o sin ella (acuerdos de la Unión en sen-
tido estricto). A pesar de la diferente participación del Reino Unido en una u 
otra categoría de tratados, la respuesta sobre la vigencia de sus efectos para 
dicho país tras el Brexit debe ser idéntica: en ambos casos, la participación 
del Reino Unido en el tratado se basa en su condición de miembro de la 
Unión, por lo que perdida dicha condición dejarán de aplicársele. Teniendo 
en cuenta que buena parte de estos tratados regulan materias que son de 
notable interés para el Reino Unido (en especial los tratados comerciales), 
ello le va a exigir una considerable actividad convencional en los próximos 
años y un esfuerzo de negociación fuera de lo habitual para cualquier Estado. 
Aunque el Reino Unido podría buscar atajos para evitar dicho proceso de ne-
gociación, ello no será una tarea fácil, ya que resulta altamente cuestionable 
la aplicación a dichos instrumentos de las reglas de sucesión en materia de 
tratados (el Reino Unido no puede ser considerado como un sucesor de la 
Unión Europea en términos estrictos) o la aplicación del principio de conti-
nuidad del tratado sin contar previamente con el consentimiento de los terce-
ros Estados partes en los mismos. 

Una situación diferente se producirá respecto de los tratados en los que 
tanto la Unión Europea como el Reino Unidos son partes a título propio y 
que han sido negociados al margen del sistema jurídico de la Unión. O res-
pecto de los tratados en los que solo el Reino Unido (como otros Estados 
miembros) sea parte, aunque a los efectos de la gestión del tratado la Unión 
Europea haya asumido las competencias propias de los Estados por razón 
de la materia. En ninguno de estos supuestos se encuentra en entredicho la 
condición de Estado parte del Reino Unido. Sin embargo, habrá de tener-
se en cuenta el hecho de que —en un número no desdeñable de casos— el 
Reino Unido, conforme a una práctica general, ha formulado declaraciones 
referidas al reconocimiento de la competencia de la Unión Europea sobre las 
materias reguladas en dichos tratados. Tras su salida efectiva de la Unión, el 
Reino Unido se verá obligado a revisar de manera cuidadosa y equilibrada 
dichas declaraciones, sin olvidar la necesidad de preservar la validez de los 
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efectos que las mismas hubiesen producido durante el periodo en que conti-
nuó siendo miembro de la Unión. 

En todo caso, conviene advertir que la cuestión de la posición del Reino 
Unido respecto de un determinado tratado tras el Brexit no puede abordarse 
únicamente en clave de terminación o pérdida de efectos del tratado. Por el 
contrario, dado que dichos tratados seguirán en vigor con carácter general, 
también será necesario distinguir con claridad entre la aplicación de dichos 
tratados antes y después del Brexit, ya que de ello dependerá en buena me-
dida no solo la determinación de cuáles sean sus efectos, sino también la 
imputación de un determinado acto relacionado con el tratado bien sea a 
la Unión Europea, al Reino Unido o a ambos. Y ello, sin duda, puede tener 
notables consecuencias no solo en términos de responsabilidad internacional 
sino también a los efectos del sistema de arreglo de controversias aplicable 
respecto de cualquier controversia que pueda producirse por aplicación del 
tratado y que afecte al Reino Unido. 

Todos estos elementos deberán ser tenidos en cuenta con carácter general 
en el futuro acuerdo de retirada del Reino Unido. Además, por lo que se refie-
re a cuestiones que afectan especialmente a España, la incidencia del Brexit 
sobre los tratados internacionales exige, cuanto menos, llamar la atención 
sobre dos cuestiones relacionadas con el contencioso de Gibraltar. En primer 
lugar, la necesidad de proceder a una reflexión serena sobre la aplicación del 
Tratado de Utrecht, de 13 de julio de 1713, suscrito por las Coronas de Espa-
ña e Inglaterra, en el marco de un nuevo modelo de relación entre España y el 
Reino Unido fuera de la Unión Europea. Y, en segundo lugar, la necesidad de 
definir el futuro del denominado «régimen acordado sobre las autoridades de 
Gibraltar», que facilitó la adopción de determinadas decisiones comunitarias 
así como la ratificación por parte de España de un cierto número de trata-
dos multilaterales que podrían tener incidencia sobre el reconocimiento de 
dichas autoridades. Sin embargo, dado que dicho «régimen acordado» entre 
España y el Reino Unido se alcanzó en el marco de la común pertenencia de 
ambos países a la Unión Europea, resulta imprescindible revisar su utilidad 
y oportunidad futuras.

Las cuestiones que se acaban de analizar no son sino una parte de la pro-
blemática más general de la relación existente entre el Derecho internacional 
y el Brexit. Se trata, no obstante, de cuestiones especialmente importantes 
sobre las que es preciso llamar la atención en estos momentos iniciales del 
proceso de retirada y respecto de las cuales es imprescindible que, tanto en 
el seno de la Unión Europea como en nuestro propio país, se inicie una seria 
reflexión a fin de no incurrir en contradicciones ni errores en un proceso que 
ya de por sí es problemático y complejo.

Concepción escobar Hernández

Catedrática de Derecho internacional público (UNED).
Miembro de la Comisión de Derecho Internacional
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DESARROLLO Y MODERNIZACIÓN DEL DERECHO CIVIL VASCO.—2.1. Bases com-
petenciales y dimensión histórica.—2.2. Conflictos de leyes internos en el ámbito del País 
Vasco.—2.2.1. Precedentes normativos.—2.2.2. Técnica normativa empleada en la Ley 
5/2015.—2.3. La vecindad civil vasca, piedra angular de la nueva ley.—3. EL ÁMBITO DEL 
DERECHO PÚBLICO AUTONÓMICO.—4. CONSIDERACIONES FINALES.

1. consideraciones introductorias

Las carencias del sistema español de Derecho internacional privado en 
la dimensión de los conflictos normativos internos impiden atender a la cre-
ciente complejidad jurídica derivada de nuestra pluralidad interna y permi-
ten contextualizar estas reflexiones que, partiendo de la reciente reforma del 
Derecho civil vasco, persiguen realizar un análisis centrado en la necesidad 
de que el legislador interno español, tanto el estatal como los vinculados a los 
diversos sistemas jurídicos civiles especiales que conviven en seno del orde-
namiento español, atiendan en sus futuros desarrollos normativos a la cada 
vez más relevante dimensión europea y pueda así encauzarse de forma ar-
mónica y coherente una acertada respuesta a la demanda de compatibilidad 
entre sistemas, más necesaria que nunca debido a la creciente interacción 
entre los diversos bloques normativos en presencia, derivados del actuar del 
legislador estatal, autonómico, foral, europeo y por último del ámbito con-
vencional/internacional.
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Debe tenerse presente que, tal y como señaló de forma muy atinada el 
Prof. Albert Font Segura  1, la nota de internacionalidad de un supuesto liti-
gioso en el que se cuestione conflictualmente la dimensión de la ley aplicable 
no elimina la pluralidad interna desde el punto de vista del sistema español, 
porque la determinación de cuál de los diferentes Derechos civiles españoles 
deba ser aplicado no es una cuestión que se plantee únicamente en supuestos 
interregionales sino que surge también y cada vez con más frecuencia en su-
puestos internacionales o intraeuropeos.

Nuestro sistema jurídico estatal se ubica en el grupo de los ordenamientos 
complejos o plurilegislativos  2, caracterizado por la convivencia de diversos 
sistemas legislativos territoriales y por la presencia en su seno de conflictos 
internos de carácter interregional e interlocal  3.

La estructura interna de nuestro sistema jurídico español queda integrada 
por todo un conjunto de normas destinado a resolver los llamados conflictos 
internos derivados de la coexistencia en nuestro país de los diversos ordena-
mientos civiles forales frente al Derecho común. La Constitución española de 
6 de diciembre de 1978  4 (en adelante, CE) constituye la regla base sobre la 
que se articula este nivel, que atiende a supuestos del llamado tráfico jurídico 
interregional y cuya delimitación ratione materiae revela un ámbito material 
centrado, hasta el presente, en específicos sectores del Derecho de familia 
(básicamente, matrimonio y sucesiones), junto a cuestiones vinculadas al 
concepto de propiedad y solo en la vertiente de ley aplicable.

Sin embargo, junto a la que cabría calificar como dimensión tradicional 
de los conflictos internos se añade en la actualidad otra, derivada del nuevo 
Derecho público económico elaborado por los respectivos legisladores auto-
nómicos y que introduce un factor añadido de complejidad adicional en el 
sistema.

Desde esa dimensión interna del Derecho internacional privado (en ade-
lante, DIPr) el art. 149.1.8 de la CE se traduce en la opción por un sistema 
estatal y, por tanto, uniforme, de Derecho interregional. Tal teórica unidad 
del sistema de solución de conflictos, junto a otros principios estructura-
les del sistema (como la igualdad o paridad entre los diversos ordenamientos 

1 fonT seGura, A., «La pluralidad interna visita el reino del Derecho internacional privado. Co-
mentario a la Resolución de la Direcció General de dret i Entitas Juridiques de 18 de septiembre de 
2006», In Dret, 2007, núm. 2, pp. 3-5.

2 Sobre el particular, véase zabaLo escudero, M. E., «El Derecho aplicable a las situaciones priva-
das internacionales en los ordenamientos plurales», en forner i deLayGua, J. J., GonzáLez beiLfuss, C. 
y Viñas farré, R. (coords.), Entre Bruselas y La Haya. Estudios sobre la unificación internacional y 
regional del Derecho Internacional Privado. Liber Amicorum Alegría Borrás, Madrid, Marcial Pons, 2013, 
p. 899.

3 Sobre dicha realidad jurídica, véase entre otros iriarTe ánGeL, J. L., Propiedad y Derecho inter-
nacional. Los conflictos internos en el sistema español, Fundación registral (Colegio de registradores de 
la propiedad y mercantiles de España), 2007, pp. 133-163; áLVarez rubio, J. J., Las normas de derecho 
interregional de la Ley 3/1992, de 1 de julio, de Derecho civil foral del país vasco, Oñati, Instituto Vasco 
de Administración Pública, 1995.

4 BOE núm. 311, de 29 de diciembre de 1978.
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civiles coexistentes), con incidencia en el ámbito de problemas de Derecho 
privado, ha sido ya objeto de interpretación por parte del Tribunal Constitu-
cional (en adelante, TC) estableciendo los parámetros hermenéuticos básicos 
para delimitar los límites del legislador estatal y determinar el grado de dis-
crecionalidad de este en ejercicio de su facultad de configuración del sistema 
de solución de tales conflictos internos.

Este gira, en ausencia de una específica Ley de Derecho interregional, en 
torno al art. 16 del Código Civil  5 (en adelante, CC), cuyas líneas básicas se 
articulan sobre la base de un principio de remisión a las normas de DIPr (con 
ciertas excepciones) y el establecimiento de la vecindad civil como criterio de 
sujeción personal a los distintos ordenamientos civiles y teórico único punto 
de conexión. La vecindad civil constituye un elemento básico para resolver 
los conflictos de leyes en el ámbito interregional en cuanto principio general 
de vinculación y como técnica para determinar la sujeción a un determinado 
ordenamiento civil.

Y cabe afirmar que, en realidad, carecemos de un verdadero sistema de 
Derecho interregional, lo cual conduce a una permanente judicialización de 
tales conflictos normativo/competenciales internos.

El debate troncal o principal de estas reflexiones reside en analizar cómo 
responder a la particularidad que caracteriza al Derecho civil vasco, no exclu-
siva o privativa de él pero sí especialmente agudizada en su caso, concretada 
en la concurrencia de diversos subordenamientos locales o comarcales den-
tro del mismo ámbito territorial de la Comunidad Autónoma. ¿Debe interpre-
tarse el alcance de la competencia estatal prevista en el art. 149.1.8 de la CE 
en el sentido de englobar o adscribir bajo la misma categoría competencial 
las normas orientadas a resolver tales conflictos normativos interlocales, o 
debe por el contrario entenderse que las Comunidades Autónomas (en ade-
lante, CCAA) en las que concurra tal singular circunstancia tienen competen-
cia para poder dictar normas para resolverlos?

La previsión específica y única del art. 10.5 de la Ley Orgánica 3/1979, de 
18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para el País Vasco  6 (en adelan-
te EAPV), que forma parte del bloque de constitucionalidad, ¿ampara o da 
cobertura a esta segunda posible vía de interpretación, posibilitando que las 
CCAA tengan competencia para aprobar normas que pretendan resolver los 
conflictos de leyes intracomunitarios que se materializan dentro de ellas?

2.  la leY 5/2015, vÍa para el desarrollo Y moderniZaciÓn 
del derecho civil vasco

La nueva ley culmina una primera fase del proceso de actualización y 
modernización del Derecho civil vasco. Esta nueva norma, calificable de au-

5 Gaceta de 25 de julio de 1889.
6 BOE núm. 306, de 22 de diciembre de 1979.
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daz y prudente al mismo tiempo, sienta sólidos cimientos para garantizar un 
crecimiento orgánico del sistema jurídico privado vasco al superar la versión 
descriptiva de la Ley 3/1992, de 1 de julio, del Parlamento Vasco, del Derecho 
civil foral del País Vasco  7 (en adelante, Ley 3/1992) y hacer posible por vez 
primera en su historia un corpus normativo jurídico privado propio para todo 
el País Vasco, respetando, a su vez, las singularidades forales territoriales 
preexistentes.

Combinar el respeto a la tradición y a las raíces de tal Derecho foral con la 
labor de actualización representaba un primer gran reto legislativo. El nuevo 
texto normativo trabaja en esa doble dimensión: una ad intra, marcando la 
pauta conflictual normativa necesaria para resolver los denominados conflic-
tos interlocales derivados de la coexistencia interna en su seno de diversos 
ordenamientos propios y otra vertiente ad extra, porque la nueva ley mira 
a Europa, con el ejemplo del Reglamento europeo sobre sucesiones como 
piedra de toque.

La labor legislativa realizada no se basa en una mera extensión impera-
tiva del ámbito de tales instituciones forales sino que logra fundamentar su 
aplicabilidad en atención a su propia calidad y sentido común, en cuanto 
ordenación razonable que va a operar como la verdadera fuerza persuasiva 
del renovado sistema jurídico. Solo así podrá lograrse, y esta nueva ley es un 
paso decisivo cara a lograr tal objetivo, un Derecho civil vasco vertebrado me-
diante unos principios decantados históricamente a través de la costumbre 
que ensamblen todo el orden jurídico vasco.

La nueva ley recoge toda una serie de principios generales que han de 
inspirar como cánones hermenéuticos de obligada referencia su proceso de 
aplicación e interpretación, entre los que destaca el de libertad civil, confor-
me al cual las leyes se presumen dispositivas y la renuncia a los derechos de-
rivados de ellas será válida en tanto no contraríe el interés o el orden público 
ni perjudique a terceros, junto a la peculiar concepción de la propiedad en el 
ámbito de las instituciones forales, con reflejo en el ámbito sucesorio y en el 
denominado patrimonio familiar. Se preservan las diversas formas de propie-
dad comunal, familiar y social en la línea de la tradición histórica.

Todo el elenco de pronunciamientos del TC que posteriormente serán ana-
lizados no han llegado a resolver una cuestión troncal o clave desde la pers-
pectiva de la nueva normativa aprobada por el legislador vasco y que subyace 
tras la redacción de varios de los preceptos de la nueva Ley 5/2015, de 25 de 
junio, de Derecho civil vasco  8 (en adelante, Ley 5/2015), concretada en dilu-
cidar si el alcance material de la competencia exclusiva conferida al Estado 
para dictar normas para resolver los conflictos de leyes abarca igualmente o 
no aquellas normas orientadas a resolver los conflictos de naturaleza interlo-
cal o intercomarcal (aquellos que surgen entre subordenamientos de ámbito 

7 BOE núm. 39, de 15 de febrero de 2012.
8 BOE núm. 176, de 24 de julio de 2015.
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local o comarcal pertenecientes a una misma CA, como ocurre en el caso 
del País Vasco). No hay una categoría homogénea de este tipo de conflictos 
interlocales, cada CA donde tal pluralidad interna se externaliza presenta a 
su vez sus propias particularidades, y solo desde una actuación normativa 
autonómica podrá atenderse a tal atomizada heterogeneidad de supuestos 
conflictuales interlocales.

La auténtica piedra angular (que, tal y como luego analizaremos, ha sido 
muy cuestionada doctrinalmente) sobre la que se construye el desarrollo or-
gánico del renovado Derecho civil vasco viene asentada en el reconocimiento 
legislativo de la existencia de una vecindad civil vasca. Es un factor troncal 
o esencial para el futuro del ordenamiento civil vasco porque permite sentar 
la base conflictual, respetuosa por vía interpretativa con el diseño compe-
tencial fijado en el llamado bloque de constitucionalidad, integrado por los 
arts. 149.18 de la CE y 10.5 del EAPV y diseñar, así, un hilo conductor del 
mismo común para los tres Territorios Históricos que integran la CA Vasca.

Cabe anticipar que solo si se admite que, en atención al ámbito interlocal, 
y en el marco o contexto territorial interno en que se sitúan los conflictos que 
la norma pretende resolver (en una proyección ad intra del sistema), la CA 
del País Vasco tiene competencia para dar respuesta legislativa a los mismos 
cabrá aceptar desde un punto de vista dogmático la regulación contenida 
en la nueva ley, que en este extremo aparece como la necesaria respuesta a 
una laguna del sistema español de Derecho interregional y a una necesidad 
sentida de modo acuciante en el ámbito del País Vasco, al estimarse que de 
otro modo se vaciarían de contenido o se desnaturalicen tales instituciones 
forales.

La CE constituye la norma base sobre la que pivota este nivel de nuestro 
ordenamiento jurídico que atiende a supuestos del tráfico jurídico interregio-
nal e interlocal y cuya delimitación por razón de la materia refleja un ámbito 
ciertamente focalizado en sectores específicos como el Derecho de familia 
(sucesiones y matrimonio) en relación a la determinación de la ley aplicable, 
algunas cuestiones de Derecho patrimonial y al Derecho público económico.

A su vez, la influencia del subsistema europeo, fortalecido por el Tratado 
de Lisboa  9, se proyecta y adquiere especial transcendencia al expandir su 
ámbito de actuación material al ámbito central de las instituciones forales 
que coexisten en nuestro sistema de Derecho interregional.

En la actualidad, la frecuencia con que se presentan relaciones jurídicas 
que conectan dos o más ordenamientos jurídicos diferentes que ofrecen res-
puestas contradictorias o divergentes determina la razón de ser del DIPr. La 
compleja división política y jurídica del mundo y la proliferación de las re-
laciones privadas que pueden enmarcarse en un contexto de tráfico externo 

9 Puede verse en este aspecto, áLVarez rubio, J. J., «La incidencia del Tratado de Ámsterdam en 
el sistema español de Derecho interregional», Anales de la Facultad de Derecho, noviembre de 2001, 
núm. 18, pp. 65-78.
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debido a la incorporación de elementos de internacionalidad o de hetero-
geneidad plantean problemas concretos a los que el DIPr pretende ofrecer 
respuesta  10.

En efecto, la existencia de dicho elemento de internacionalidad o de he-
terogeneidad debe interpretarse en un sentido amplio que permita englobar 
dentro de tal concepción toda aquella situación afectada por la coexistencia, 
también dentro de un mismo Estado, de diversos ordenamientos jurídicos. 
Por ello, resulta especialmente llamativa la desatención o el olvido que el le-
gislador español muestra respecto a esta controvertida cuestión, que emerge 
de forma creciente en el panorama jurisprudencial de nuestros tribunales.

La pluralidad interna también es objeto de creciente atención y regulación 
normativa en el plano europeo y en el convencional/internacional. Carece 
de toda lógica que nuestro legislador español desatienda tal sector  11 o que 
reaccione de forma inconexa mediante puntuales reformas de preceptos que 
materializan también para la dimensión interna del sistema la incorporación 
por referencia de soluciones previstas en convenios internacionales, como 
la operada en relación a los arts. 9.4, 9.6 y 9.7 del CC, modificados por la 
Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la 
infancia y a la adolescencia  12.

2.1. bases competenciales y dimensión histórica

Teniendo presente la peculiar estructura territorial, normativa y orgánica 
del País Vasco y la diversidad jurídica interna que le es propia, es preciso 
reflexionar sobre la principal aportación de la nueva ley, al lograr sentar las 
bases para la elaboración de un auténtico sistema normativo de Derecho civil 
vasco y combinar las particularidades de cada uno de sus Territorios Históri-
cos con la necesaria extrapolación a todo el País Vasco de ciertas institucio-
nes privadas que vertebren el desarrollo futuro del mismo  13.

10 Sobre la distinción entre las situaciones internas o jurídicamente homogéneas y situaciones 
heterogéneas jurídicamente o del tráfico externo, véase GonzáLez campos, J. D., Derecho Internacional 
Privado. Introducción, Madrid, Universidad Autónoma (Xerocopia), 1984, p. 11.

11 Sobre el particular, véase parra rodríGuez, C., «La revisión del Derecho interregional español: 
un análisis desde los principios generales del Derecho que inspiran la reforma», en forner i deLayGua, 
J. J., GonzáLez beiLfuss, C. y Viñas farré, R. (coords.), Entre Bruselas y La Haya. Estudios sobre la 
unificación internacional y regional del Derecho Internacional Privado. Liber Amicorum Alegría Borrás, 
Madrid, Marcial Pons, 2013, p. 655, aludiendo a que la solución normativa vigente debe ser modificada 
para adaptarse a las nuevas necesidades presentes en la sociedad plurilegislativa española.

12 BOE núm. 180, de 29 de julio de 2015, y en cuya exposición de motivos se subraya que se refor-
man las normas de DIPr, en concreto los apartados 4, 6 y 7 del art. 9, «normas de conflicto relativas a 
la ley aplicable a la filiación, a la protección de menores y mayores y a las obligaciones de alimentos. 
Estas modificaciones responden, por un lado, a la incorporación de normas comunitarias o internacio-
nales y adaptaciones terminológicas a las mismas y, por otro, a mejoras técnicas en la determinación 
de los supuestos de hecho o de los puntos de conexión y su precisión temporal».

13 Sobre este particular, véase áLVarez rubio, J. J., «El nuevo Derecho privado europeo y sus reper-
cusiones en el Derecho Civil Vasco», Derecho Civil Vasco del siglo xxi: de la Ley de 2015 a sus desarrollos 
futuros, Bilbao, Parlamento Vasco, 2016, pp. 167-185.




